
 
 

 
 

 

 

 
 
 
 

 
 

 

OFICIO 220-057501 DEL 7 DE MARZO DE 2022 

 
ASUNTO:   INDEMNIZACIÓN CONTEMPLADA EN EL NUMERAL 5 DEL ARTÍCULO 
50 DE LA LEY 1116 DE 2006. 
 
 
Acuso recibo del escrito citado en la referencia, con el cual presenta una consulta 
relacionada con la fecha en que se debe liquidar la indemnización contemplada en el 
numeral 5 del artículo 50 de la Ley 1116 de 2006 dentro de los procesos de liquidación 
judicial.  
 
Antes de resolver lo que corresponde, debe reiterarse que la competencia de esta 
Entidad es eminentemente reglada y sus atribuciones se hayan enmarcadas en los 
términos del numeral 24 del artículo 189 de la Constitución Política, en concordancia 
con los artículos 82, 83, 84, 85 y 86 de la Ley 222 de 1995 y el Decreto 1736 de 2020 
modificado por el Decreto 1380 de 2021.  
 

Así, al tenor de lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1736 de 2020, 
es función de la Oficina Asesora Jurídica de esta Entidad absolver las consultas jurídicas 
externas en los temas de competencia de la Superintendencia de Sociedades, salvo las 
que correspondan a actuaciones específicas adelantadas por las dependencias de la 
Entidad y, en esa medida, emite un concepto u opinión de carácter general y abstracto 
que como tal no es vinculante ni compromete su responsabilidad.  
 

De ahí que sus respuestas en esta instancia, no se dirigen a prestar asesoría a los 
particulares o sus apoderados sobre temas relacionados con los procesos concursales 
que se tramitan ante la Entidad o por los despachos judiciales, máxime si se tiene en 
cuenta que la doctrina constitucional sobre el ejercicio de funciones judiciales por las 
superintendencias, invariablemente exige, que los funcionarios administrativos que 
ejercen funciones judiciales, estén dotados de independencia e imparcialidad, doctrina 
que reitera la Sentencia C-1641 del 29 de noviembre de 2000, M.P. Alejandro Martínez 
Caballero, en la que la H. Corte Constitucional advierte que no le es dable a esta 
Superintendencia como autoridad administrativa, intervenir en asuntos que haya de 
conocer en ejercicio de facultades jurisdiccionales, en relación con los cuales se debe 
pronunciar como Juez en las instancias procesales a que haya lugar.  
 

Con el alcance indicado, este Despacho se permite resolver su consulta en los 
siguientes términos:  
 
“1.  Dentro de los procesos de liquidación judicial ¿Desde qué fecha se debe 

liquidar la indemnización contemplada en el numeral 5 del artículo 50 de la 
Ley 1116 de 2006?”  



 
 

 
 

  

 
 
 
 

El artículo 50 de la Ley 1116 de 2006, establece lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO 50. EFECTOS DE LA APERTURA DEL PROCESO DE 
LIQUIDACIÓN JUDICIAL. La declaración judicial del proceso de liquidación 
judicial produce:  
 
(…)  
 
5. La terminación de los contratos de trabajo, con el correspondiente pago de las 
indemnizaciones a favor de los trabajadores, de conformidad con lo previsto en 
el Código Sustantivo del Trabajo, para lo cual no será necesaria autorización 
administrativa o judicial alguna quedando sujetas a las reglas del concurso, las 
obligaciones derivadas de dicha finalización sin perjuicio de las preferencias y 
prelaciones que les correspondan.”.  

 
Conforme al precepto acotado, la declaración judicial del proceso de liquidación judicial 
produce la terminación de los contratos de trabajo, con el correspondiente pago de las 
indemnizaciones a que haya lugar.  
 
Mediante Auto 400-012112 de 10 de agosto de 2016,1 la Delegatura de Procedimientos 
de Insolvencia precisó lo siguiente:  
 

“5. Dentro de los efectos de la apertura del proceso de liquidación judicial 
previstos en el artículo 50.5 ejúsdem, está la terminación de los contratos de 
trabajo con el correspondiente pago de las indemnizaciones a favor de los 
trabajadores de conformidad con lo previsto en el Código Sustantivo del Trabajo, 
para lo cual no será necesaria autorización administrativa o judicial alguna, 
quedando sujetas a las reglas del concurso las obligaciones derivadas de dicha 
finalización, sin perjuicio de las preferencias y prelaciones que les correspondan.  
 
6. Por su parte, el artículo 71 del mismo estatuto establece que todas las 
obligaciones causadas con posterioridad al inicio del proceso, tienen la calidad 
de gastos de administración, y por lo tanto preferencia en su pago sobre aquellas, 
objeto del proceso de liquidación judicial.  
 
7. Por su parte, el Despacho estima pertinente considerar lo relacionado con el 
pago de gastos de administración laborales (Indemnizaciones) bajo el entendido 
de que estos deben ser pagados de preferencia. Para tal fin, es necesario tener 
en cuenta que, como lo dijo la Honorable Corte Constitucional:  

                                            
1 1 COLOMBIA. SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES – Delegatura de Procedimientos de Insolvencia. Auto 400-

012112 de 10 de agosto de 2016. Asunto Gastos de administración en la liquidación judicial - Prelación entre gastos de 
administración Derechos laborales. 187 p. Disponible en: 
https://www.supersociedades.gov.co/delegatura_insolvencia/reorganizacion_empresarial/Documents/Libro_Jurisprudencia_C
oncursal_III-2016.pdf 

https://www.supersociedades.gov.co/delegatura_insolvencia/reorganizacion_empresarial/Documents/Libro_Jurisprudencia_Concursal_III-2016.pdf
https://www.supersociedades.gov.co/delegatura_insolvencia/reorganizacion_empresarial/Documents/Libro_Jurisprudencia_Concursal_III-2016.pdf


 
 

 
 

  

 
 
 
 

“El hecho de que una empresa pueda enfrentar una situación financiera crítica 
no la releva del deber de cumplir con sus compromisos previamente adquiridos, 
“por cuanto es obligación de las entidades públicas o privadas, prever con 
antelación las partidas presupuestales indispensables que conlleven a la garantía 
y cumplimiento puntual de las obligaciones laborales”. En consecuencia, si ello 
no fue previsto en la correspondiente partida presupuestal, las acreencias 
laborales deben tener una efectiva prelación frente a las demás deudas asumidas 
por la empresa y deben ser pagadas inclusive conforme a las condiciones 
pactadas en las convenciones colectivas, si a ello hubiere lugar.  
 

“4.2. Desde la perspectiva de la legislación laboral y civil se ha establecido frente 
a la prelación de los créditos laborales que estos son causados o exigibles de los 
trabajadores por concepto de salarios, cesantías y demás prestaciones sociales 
e indemnizaciones laborales, pertenecen a la primera clase de créditos que 
establece el artículo 2495 del Código Civil. Por tanto, cuando la quiebra imponga 
el despido de trabajadores, los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones 
se tendrán como gastos pagaderos con preferencia sobre los demás créditos.  
 

De modo que el pago de los créditos de carácter laboral guarda prelación sobre 
las demás obligaciones, incluso sobre aquellas otras que el Código Civil califica 
como de primer grado.  
 

“Lo anterior, de acuerdo con las disposiciones de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), que en el Convenio 95 “relativo a la protección del salario” 
establece que en caso de quiebra o de liquidación judicial de una empresa, los 
trabajadores deben ser considerados como acreedores preferentes en lo que 
respecta a salarios, y deben tener una relación de prioridad frente a los demás 
créditos preferentes”.  

 

8. En esta misma sentencia se citó la C-071 de 2010, en la que se analizó la 
constitucionalidad del parágrafo 5° del artículo 50 de la Ley 1116 de 2006, y se 
aclaró que la Ley 1116 de 2006, tiene implícita una garantía en materia de 
terminación de contratos laborales con ocasión a la apertura del proceso 
liquidatorio.  
 

Asimismo, se dijo que tal garantía consiste en que, al terminarse los contratos 
laborales como consecuencia de la liquidación, inmediatamente se origina la 
respectiva indemnización sin que para su reconocimiento en el concurso sea 
necesaria una autorización específica de la autoridad laboral, judicial o 
administrativa. (Subraya fuera de texto).  

 

(…)  
 

12. Por consiguiente, se debe pagar en primer lugar la indemnización a los 
extrabajadores por la terminación de los contratos de trabajo con ocasión del 
inicio de la liquidación, los salarios causados con posterioridad y la liquidación de 



 
 

 
 

  

 
 
 
 

estos contratos laborales que continuaron en el curso de la liquidación, y luego 
distribuir el remanente en la provisión para gastos y el pago de los cánones de 
arrendamiento de los contratos de leasing.”  

 
Dado lo anterior, es preciso indicar que la liquidación de las indemnizaciones laborales 
por la terminación de los contratos labores procederá desde la fecha del auto que 
decreta la apertura del trámite de liquidación judicial, salvo lo relacionado con la 
ejecutoria de las providencias de apertura que admiten recurso de reposición de 
conformidad con lo previsto en el numeral 8 del artículo 49 de la Ley 1116 de 2006, así:  
 

“Artículo 49. Apertura del proceso de liquidación judicial inmediata. Procederá de 
manera inmediata en los siguientes casos:  
 
(…)  
 
8. La providencia judicial que decreta la apertura inmediata del trámite del 
proceso de liquidación judicial no admite ningún recurso, con excepción de la 
causal prevista en los numerales 2 y 7 de este artículo, evento en el que sólo 
cabrá el recurso de reposición.”  

 
En este último caso, la liquidación de las indemnizaciones mencionadas se hará a partir 
de la ejecutoria de la providencia que resuelve el recurso de reposición.  
 
“2.  Dentro de los procesos de liquidación judicial ¿Desde qué fecha se debe 

liquidar la indemnización contemplada en el numeral 5 del artículo 50 de la 
Ley 1116 de 2006, para aquellas personas que gozan de estabilidad laboral 
reforzada?”  

 
Esta Oficina considera oportuno citar algunos apartes de la Sentencia C- 071/102, 
proferida por la Honorable Corte Constitucional, en torno al análisis que hiciera acerca 
de la estabilidad laboral frente a la terminación de los contratos laborales que se 
producen por la apertura del trámite de liquidación judicial, en virtud de lo dispuesto en 
el numeral 5 de artículo 50 de la Ley 1116 de 2006:  
 

“Análisis de constitucionalidad  
 
El numeral 5° del artículo 50 de la Ley 1116/06 no vulnera la protección 
constitucional al trabajo, ni el debido proceso.  
 
29. De acuerdo con la demanda el numeral 5° del artículo 50 de la Ley 1116 de 
2006, quebranta los derechos mínimos de los trabajadores, el debido proceso, 
así como el preámbulo de la Constitución, en razón a que autoriza al juez del 
concurso para declarar la terminación de los contratos de trabajo, una vez sea 

                                            
2 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-071 (10 de febrero de 2010). [En Línea]. M.P. Doctor Luis Ernesto 
Vargas Silva. Disponible en: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-071_2010.html#1 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-071_2010.html#1


 
 

 
 

  

 
 
 
 

decretada la apertura del proceso de liquidación judicial, sin autorización judicial 
ni control previo por parte de las autoridades laborales.  
 

A juicio del actor, la terminación masiva de los contratos, coetánea a la apertura 
del proceso de liquidación judicial, en los términos previstos en la norma, vulnera 
el principio de estabilidad laboral, puesto que los convierten "en simples 
acreedores del proceso de liquidación judicial".  
 

30. A partir de las premisas establecidas para el análisis de los reparos de 
constitucionalidad que se plantean contra el contenido del numeral 5° del artículo 
50 de la Ley 1116 de 2006, constata la Corte que la norma no quebranta la 
protección constitucional que se confiere al derecho al trabajo (Art. 25 y 
preámbulo), ni el principio de estabilidad que rige de manera general las 
relaciones laborales (Art. 53), como quiera que la medida de dar por terminados 
los contratos de trabajo a consecuencia de la declaratoria de liquidación judicial, 
no responde al querer caprichoso, omnímodo o injustificado del empleador. Por 
el contrario, está vinculada a la finalidad de propender por el mejor 
aprovechamiento del patrimonio del deudor, en procura de optimizar la garantía 
de satisfacción del conjunto de obligaciones y créditos reconocidos, incluso con 
prelación de las acreencias salariales y prestacionales de los trabajadores.  

 

31. El demandante parece entender que la garantía de estabilidad laboral 
comporta la inamovilidad absoluta del trabajador particular, hasta el momento en 
que expire de manera definitiva la liquidación; sin embargo, tal como lo ha 
destacado la jurisprudencia, tanto el patrono como el empleado, y desde luego el 
juez, pueden dar por terminadas las relaciones laborales, siempre que se 
respeten los derechos de los trabajadores.  
 

Respecto del contenido normativo acusado advierte la Sala que la configuración 
de la medida allí prevista respeta las salvaguardas que de acuerdo con la 
jurisprudencia de esta Corporación y el derecho internacional (Art. 11 del 
Convenio 95 de la OIT) se deben tener en cuenta cuando se acude a la 
terminación colectiva de los contratos de trabajo, dentro de los procesos de 
insolvencia empresarial, como estrategia para la protección del crédito y el 
patrimonio del deudor. En este sentido, la calificación de los trabajadores como 
acreedores, y de sus acreencias como preferentes o privilegiadas, en vez de 
entrañar una vulneración a sus derechos, constituye la garantía para el pago de 
sus salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, en el marco de la 
situación crítica por la que atraviesa la empresa.  

 

Estas medidas de protección se complementan con el reconocimiento del 
derecho de los trabajadores a ser indemnizados, de conformidad con la ley 
sustantiva laboral, bajo la concepción que la terminación del contrato por decisión 
del juez del concurso, no constituye una justa causa para la culminación de la 
relación laboral.  



 
 

 
 

  

 
 
 
 

32. El fenómeno que la norma acusada prevé, no responde a una situación de 
despido colectivo de trabajadores (fundamentos 16 a 22), como parece 
entenderlo el demandante, hipótesis que reclamaría la autorización previa del 
Ministerio de la Protección Social. Se trata de una decisión que no se origina en 
la voluntad unilateral del patrono de poner fin de manera selectiva a determinadas 
relaciones laborales, sino en la constatación de la autoridad jurisdiccional sobre 
el estado de insolvencia por el que atraviesa el empleador, corroboración guiada 
por el propósito de proteger el crédito – privilegiando el laboral –, con miras a un 
aprovechamiento racional del patrimonio del deudor.  
 
Como quiera, que se trata de una situación jurídica distinta, que posee sus 
propios mecanismos de control, no es admisible como lo sugiere el demandante, 
que se condicione la decisión de terminación contractual a una autorización 
judicial o administrativa previa de las autoridades laborales. La ley establece para 
esta hipótesis controles más rigurosos, en la medida que somete el trámite a un 
procedimiento de naturaleza jurisdiccional, y al seguimiento por parte del 
Ministerio de la Protección Social (Num. 6° Art. 50). Por estas razones, tampoco 
se advierte vulneración del debido proceso (Art. 29), dado que la autorización del 
ministerio del ramo no es el único mecanismo plausible de control de la decisión 
de dar por terminada una pluralidad de relaciones laborales. El legislador optó 
por prever la intervención directa de la autoridad judicial, y el seguimiento por 
parte de la autoridad administrativa laboral, mecanismos que garantizan una 
adecuada supervisión de los derechos de los trabajadores.  

 
33. De esta manera se asegura que la extrema determinación de poner fin a la 
totalidad de los contratos laborales desde la declaratoria de la liquidación judicial, 
esté precedida de un análisis detenido por parte de la autoridad judicial del 
concurso acerca de las causas crediticias, financieras y operacionales que 
justifican tal medida, y que se adopten estrategias encaminadas a garantizar, 
luego de los infructuosos esfuerzos de salvamento que desembocaron en la 
disolución de la empresa, que las acreencias de los trabajadores serán 
satisfechas de manera prioritaria.  
 
34. En conclusión, la norma que dispone la terminación de los contratos laborales 
como consecuencia de la declaratoria judicial de liquidación, en el marco de un 
proceso de insolvencia empresarial, no vulnera la protección constitucional que 
se brinda al derecho al trabajo (Art. 25, 53 y preámbulo), ni el debido proceso 
(Art. 29), en razón a que se trata de una medida que no obedece a la voluntad 
omnímoda e incontrolada del empleador. Por el contrario, se encuentra 
justificada en razones fundadas en la necesidad de proteger el crédito y de 
propiciar un mejor aprovechamiento de los activos en beneficio de todos los 
acreedores. De manera concurrente, se contemplan mecanismos de 
compensación como la indemnización causada en razón a que la terminación 
contractual se origina en motivo no imputable al trabajador. Adicionalmente, los 
créditos laborales están rodeados de salvaguardas como la prelación que se les 



 
 

 
 

  

 
 
 
 

reconoce en el proceso de calificación y graduación; y finalmente, se trata de una 
medida sometida a supervisión judicial y seguimiento por parte del Ministerio de 
la Protección Social.” (Subraya fuera de texto).  

 
Conforme a lo anotado, la fecha que se debe tener en cuenta para la liquidación de la 
indemnización laboral por la terminación de los contratos laborales en virtud de lo 
previsto en el numeral 5 del artículo 50 de la Ley 1116 de 2006, para aquellas personas 
que tenían estabilidad laboral reforzada, es la misma indica en el acápite anterior, por 
cuanto la ley no estableció ninguna excepción al respecto.  
 
En los anteriores términos su solicitud ha sido atendida en el plazo y con los efectos 
descritos en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, no sin antes indicar que, en la Página WEB de esta entidad 
puede consultar directamente la normatividad, los conceptos que la misma emite sobre 
las materias de su competencia y la Circular Básica Jurídica, entre otros. 


